
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Radicación Nro. :

66001-22-13-000-2018-00055-00
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EDUARDO ACOSTA TORRES
Accionado:
 MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO y OTROS
Magistrado Ponente: 
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Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / FUNCIONARIO SIN COMPETENCIA / CONCEDE.  Sin embargo y a pesar del anterior desatino, durante el trámite de esta acción, la Coordinación de Servicio al Ciudadano del Ministerio accionado logró acreditar, con la contestación allegada el día 12 de marzo del año que avanza, que el oficio OFI17-0038771, fue finalmente radicado ante la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Bogotá DC, según se desprende de la guía de correspondencia sellada, visible a folio 55 vuelto, cuyo reporte de trazabilidad se identifica con el código RN857212707CO. 

En ese orden de ideas, como la petición se halla ahora en esta última dependencia, habrá de dirigirse la orden contra esa autoridad para que defina lo pertinente, habida cuenta de que en el plenario no obra evidencia de que se haya emitido respuesta, a pesar de que se encuentra allí desde el 14 de noviembre de 2017 (f. 54 v).
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Procede la Sala a decidir la acción de tutela propuesta por Eduardo Acosta Torres contra el Ministerio de Justicia y del Derecho y la Dirección Ejecutiva de la Administración Judicial, a la que fueron vinculados la Dirección Ejecutiva Seccional de la Administración Judicial de Bogotá DC y la Coordinación del Grupo de Servicio al Ciudadano del Ministerio de Justicia y del Derecho. 
  



ANTECEDENTES




Eduardo Acosta Torres, quien actúa a través de apoderada judicial, promovió esta acción de tutela contra el Ministerio de Justicia - Dirección Ejecutiva de la Administración Judicial “Despacho Sala Administrativa”, con el fin de que se proteja su derecho fundamental de petición, que estima vulnerado por dichas autoridades.
  



Adujo, en síntesis, que envió una petición, relacionada con su historia laboral, a través de correo certificado al Ministerio de Justicia y del Derecho, el que fuera recibido en dicha cartera el pasado 31 de octubre de 2017 y contestado el 2 de noviembre del mismo año, en el que le informaron que la solicitud había sido trasladada a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial – Despacho Sala Administrativa; sin que finalmente se haya dado una respuesta concreta a la solicitud.

 



Pidió, por tanto, que se ordenara dar contestación de fondo a su petición.
 



Se le dio trámite a la acción, se ordenó la notificación de de las entidades accionadas a quienes les corrió traslado para que ejercieran su defensa. 

   



El Ministerio de Justicia y del Derecho solicitó su desvinculación, toda vez que, recibida la petición y advertida su incompetencia para resolver lo solicitado, dispuso su remisión a la autoridad pertinente. 





La Dirección Ejecutiva de la Administración Judicial, adujo falta de legitimación en la causa por pasiva, habida cuenta de que la petición  no fue radicada ante esa dependencia; advirtió sí, que fue remitida, por parte del Ministerio accionado, a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.
  



Se dejó constancia (f. 47 v) sobre la trazabilidad del envío RN852846929CO. 





Se ordenó la vinculación de la Coordinador del Grupo de Servicio al ciudadano del Ministerio de Justicia, en cuya contestación acreditó la remisión satisfactoria de la petición a la Dirección Seccional de la Administración Judicial de Bogotá DC, dependencia que también fue llamada al trámite y en cuyo término de traslado guardó silencio.  
CONSIDERACIONES

  



Con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales, se erigió la acción de tutela como un mecanismo expedito que le permite a toda persona reclamar su protección por parte de los jueces, cuando estén siendo vulnerados por la acción u omisión de una autoridad, o de los particulares en determinados casos.

En este caso, Eduardo Acosta Torres, trata de poner a salvo el derecho de petición, que se garantiza no solo con la implementación de normas que desarrollen el contenido constitucional, sino con la posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales para los fines que cada persona estime pertinentes, con la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta clara, congruente, de fondo y oportuna; esto es, una respuesta que carezca de contenido abstracto o evasivo, que solucione dentro de los límites de lo posible la situación o inquietud del peticionario, que respete los límites temporales que la ley ha fijado para emitir un pronunciamiento y, por último, que se le ponga en conocimiento al solicitante, pues de lo contrario ningún efecto produciría, al margen del sentido de la respuesta, esto es, que sea favorable o desfavorable
  



Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte  Constitucional; en un pronunciamiento reciente
 recordó que:
Así las cosas, se puede afirmar que, conforme al mandato constitucional en comentario, todas las personas tienen derecho a elevar peticiones respetuosas a las autoridades y a exigir de éstas una respuesta oportuna que las resuelva de manera clara, precisa y congruente; es decir, una respuesta sin confusiones ni ambigüedades y en la que exista concordancia entre lo solicitado y lo resuelto, independientemente de que acceda o no a las pretensiones, pues, como ya se indicó, no es mandatario que la administración reconozca lo pedido. Finalmente, se resalta que la respuesta debe obedecer a los parámetros establecidos por la Ley para el tipo de petición elevada y debe ser finalmente notificada al peticionario
.

En complemento, para lo que interesa a la causa que nos ocupa, en mayor medida, reza el artículo 21 de la ley 1755 de 2015:

  


Funcionario sin competencia. Si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la Petición por la autoridad competente.




Descendiendo al caso concreto se tiene que, el Coordinador del Grupo de Servicio al Ciudadano del Ministerio de Justicia y del Derecho, al recibir la petición, concluyó que esta debía ser resuelta por la Dirección Ejecutiva de la Administración Judicial, por tal motivo a esa dependencia dirigió la solicitud con oficio OFI17-0036771-SSC-4008 del 2 de noviembre de 2017 (f. 14), sin embargo este fue enviado por medio de la empresa de correo 472, a la calle 85 No. 11-96 P-4 de Bogotá, sin que sea esa su dirección de correspondencia, tal como se informó por la codemandada (fl. 44). 




De hecho, aunque en la contestación del Ministerio accionado se manifestó que la petición fue efectivamente trasladada al “Despacho de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura” (f. 23 v), donde efectivamente está situado el Consejo Superior de la Judicatura, lo cierto es que, por un lado, esta no debió enviarse allí, sino a la Dirección Ejecutiva de la Administración Judicial, tal como se indicó en el oficio remisorio; y por el otro, que del reporte de trazabilidad de la empresa de correo 472 (f. 36), se evidencia, sin esfuerzo, que el documento fue rehusado y devuelto al remitente, lo que es apenas normal, si se tiene en cuenta que la dirección inscrita en él no corresponde a la dependencia que allí funciona; para rematar obsérvese que, contrario a lo afirmado en el escrito de defensa, lo que demuestra ese reporte es que el documento, con código de rastreo RN852846929CO, fue nuevamente recibido por el despacho emisor el día 9 de noviembre de 2017, lo que se confirma con la pesquisa adelantada por el despacho cuyos resultados son visibles a folios 46 y 47 del cartulario.  




Sin embargo y a pesar del anterior desatino, durante el trámite de esta acción, la Coordinación de Servicio al Ciudadano del Ministerio accionado logró acreditar, con la contestación allegada el día 12 de marzo del año que avanza, que el oficio OFI17-0038771, fue finalmente radicado ante la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Bogotá DC, según se desprende de la guía de correspondencia sellada, visible a folio 55 vuelto, cuyo reporte de trazabilidad se identifica con el código RN857212707CO. 

 



En ese orden de ideas, como la petición se halla ahora en esta última dependencia, habrá de dirigirse la orden contra esa autoridad para que defina lo pertinente, habida cuenta de que en el plenario no obra evidencia de que se haya emitido respuesta, a pesar de que se encuentra allí desde el 14 de noviembre de 2017 (f. 54 v).     






Por consiguiente, se dispondrá que el Director Ejecutivo Seccional de la Administración Judicial Seccional Bogotá DC, proceda, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo, si aún no lo ha hecho, a responder la petición del señor Eduardo Acosta Torres allí recibida.




   



Se absolverá a las demás vinculadas, por encontrarse probado que en dichas dependencias no está la petición elevada por el accionante.









DECISIÓN  

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo al derecho de petición, impetrado por Eduardo Acosta Torres, frente al Director Seccional de la Administración Judicial Seccional Bogotá D.C., a quien se le ordena resolver lo pertinente, en relación con la solicitud elevada por el señor Eduardo Acosta Torres, radicada en esa dependencia el día 14 de noviembre de 2017. 

Por lo expuesto en la parte motiva de esta providencia, se absuelve a las demás vinculadas. 
  



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, si no es impugnada.

Una vez regrese el asunto, se dispone el archivo del mismo.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                           DUBERNEY GRISALES HERRERA   
          En uso de permiso
� Sentencia T-481 de 2016


� Sentencia T-192 de 2007.
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